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Con proyecto de Ley Federal de Protección Integral de las Personas con Requerimientos Especiales, presentada por el diputado Renán Solís Avilés, del grupo parlamentario del PRI

El C. Renán Solís Avilés: - Con su venia, señor presidente: honorable Cámara de Diputados: En ejercicio de la facultad que me confiere la fracción II, del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la Ley Orgánica del Congreso de la Unión, permito someter a la consideración de esta asamblea, la presente iniciativa de Ley Federal de Protección Integral, para las personas con requerimientos especiales, iniciativa que se fundamenta en los siguientes motivos:

<<Alcanzar una atmósfera nacional que garantizará la libertad e hiciera posible el bienestar económico, social y cultural a los mexicanos todos, fue sin duda, la aspiración central de la mayoría de nuestros compatriotas en la Revolución de 1910. El régimen constitucional y el estado de derecho surgidos de este proceso, consagran y garantizan el disfrute y ejercicio pleno de aquellos anhelos plasmados hoy en las leyes del país.

El desarrollo mismo de la Revolución Mexicana y el perfeccionamiento del orden constitucional, y en general de la legislación y de las instituciones nacionales, se orientan cada vez más a la satisfacción de las necesidades y derechos de todo el pueblo, sobre todo de los sectores social y económicamente marginados y de aquéllos que demandan una atención especial de la ley.

En esta perspectiva, procurar hoy una ley de carácter integral para los mexicanos con requerimientos especiales, que los proteja ampliamente en lo físico y en lo mental, en lo educacional, en lo laboral y en lo económico, es una necesidad humana y social insoslayable.

Existen en nuestra patria numerosos niños y jóvenes, así como personas adultas, que demandan un régimen de protección especial.

Paradógicamente, en su mayor parte son víctimas de la marginación económica y social, lo cual se agrava ante la inexistencia de una normatividad que responda en forma adecuada e integral a sus necesidades de: atención médica, educación, estabilidad laboral, previsión y seguridad social y, en definitiva, de integración a la sociedad.

La actual situación de crisis que aqueja a nuestra economía y al país en su conjunto, acrecienta y vuelve más complejos aún los obstáculos que limitan a estos compatriotas el pleno ejercicio de su derecho a una vida digna y productiva.

En tales circunstancias, para estos mexicanos se vuelve prácticamente inaccesible la posibilidad de retribuir con su participación activa, lo que haya podido recibir de nuestra sociedad. A pesar de que han sido grandes los esfuerzos del gobierno mexicano, sin embargo existen necesidades básicas que aún no están satisfechas y que son causa creciente de que se conviertan en una carga inerte que gravita sobre la comunidad.

En los últimos años, el tema de la atención a las personas con requerimientos especiales ha sido preocupación constante de profesionistas y técnicos de diversas disciplinas y, en forma creciente, de políticos y juristas, conscientes de la necesidad de estructurar legalmente los distintos servicios sociales que el Estado, con la cooperación colectiva, debe prestar imperativamente y por razones de equidad a quienes padecen una alteración funcional, permanente o prolongada, física, mental o emocional, que implique desventajas considerables para su integración familiar, escolar, laboral y social.

Puesto que, por sus características, esta problemática involucra a diversos organismos y sectores, se han escuchado y recogido en esta iniciativa de ley las opiniones y propuestas de instituciones públicas, organismos privados e individuos con conocimientos y actividad en la materia. Asimismo, se han analizado y retomado en los aspectos conducentes, los fundamentos y antecedentes de orden jurídico internacional; especialmente, la Declaración de los Derechos del Niño de 1956, la Declaración de las Personas Mentalmente Retardadas de 1971, y la Declaración de los Derechos de los Impedidos de 1976, proclamados por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en sus conclusiones recomiendan la acción nacional e internacional, sobre bases comunes que aseguren a estas personas la dignidad humana, la educación, la salud, la formación para el trabajo y la participación social y política, así como todas las condiciones que puedan facilitarles el desarrollo para una vida plena en comunidad.

Con tal fin, la presente iniciativa de ley ha sido conformada por normas de alcance general y normas específicas, definido claramente el criterio que designa a las personas con requerimientos especiales y los preceptos que establecen las acciones que deben asumir, tanto el Estado a través de sus organismos como, el sector privado, en materia de salud, educación, trabajo y previsión y seguridad social.

Por ello mismo, la presente iniciativa, constituye la base jurídica indispensable para el diseño y la ejecución de una política social dirigida a la cabal atención de los desafíos que presenta esta realidad, y orienta a coordinar los esfuerzos y los recursos de nuestro país en este campo.

Los problemas de las personas con requerimientos especiales, así como sus soluciones, sus derechos, su protección legal y aquellos otros aspectos que implican garantías de protección social a lo largo de su vida, exige una estructura normativa peculiar, porque peculiares y muy diversas son las situaciones de tan importante grupo de compatriotas.

Por lo anteriormente razonado y expuesto, estimo que esta iniciativa constituye una respuesta jurídica y social a reclamos populares manifiestos y, en ejercicio de las facultades que me confieren la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en la fracción II de su artículo 71 y la Ley Orgánica del Congreso de la Unión, me permito someter a la consideración de esta honorable Cámara, la presente iniciativa de

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LAS PERSONAS CON REQUERIMIENTOS ESPECIALES

CAPITULO I

De la aplicación, del objetivo, del concepto y de la calificación del requerimiento especial

Artículo 1o. Esta ley es de orden público e interés social; su observancia es general en toda la República.

Artículo 2o. Las disposiciones de esta Ley se aplicarán sin perjuicio de las contenidas en otras leyes sobre cuestiones específicas que se relacionan con las materias que regula este propio ordenamiento.

Artículo 3o. El objetivo de la presente Ley es la protección integral de todas aquellas personas con requerimientos especiales, orientado a proporcionar a éstas, su educación y su seguridad social, así como a otorgar oportunidades para su incorporación a las actividades productivas nacionales.

Artículo 4o. Para los efectos de esta ley se considera con requerimiento especial a toda persona que padezca una alteración funcional permanente o prolongada, física, mental o emocional, que implique desventajas considerables para su integración familiar, escolar, social y laboral.

Artículo 5o. El Estado, por conducto de la Secretaría de Salud, creará comisiones interdisciplinarias en todo el país, integradas por profesionales especializados, para certificar la existencia del requerimiento especial, su naturaleza y su grado, así como las posibilidades de habilitación del sujeto

Dicha certificación será expedida a solicitud del interesado o de su representante legal. La solicitud deberá acompañarse de los antecedentes personales, familiares, médicos, educativos y laborales del requirente. La comisión encargada del estudio podrá disponer de la realización de los exámenes y evaluaciones que considere pertinentes.

El dictamen de la comisión deberá formularse en un plazo de noventa (90) días a partir de la fecha de solicitud, pudiendo prorrogarse por un período similar cuando las condiciones del caso lo ameriten fundadamente.

El certificado que se expida acreditará plenamente el requerimiento especial en todos los supuestos en que sea necesario invocarla, y tendrá vigencia por el período que en él se establezca, pero no mayor de tres (3) años a partir de la fecha de su expedición, pudiendo ser renovado las veces que sea necesario mientras persistan las condiciones del requerimiento especial.

CAPITULO II

De la prevención y de la asistencia

Artículo 6o. El Estado, por conducto de sus dependencias en las áreas de su competencia, con los organismos que coordine y con los recursos con que cuente, será responsable de:

a) Establecer en forma permanente y dirigidos a toda la población, programas de educación formal e informal para prevenir riesgos, reales o potenciales, capaces de provocar los trastornos que conllevan a la existencia de personas con requerimientos especiales.

b) Diseñar y desarrollar programas de investigación sobre las causas, factores y condiciones que generan individuos con requerimientos especiales.

c) Compilar y sistematizar la información, cuantitativa y cualitativa, sobre los problemas y las situaciones que plantean los requerimientos especiales, con la finalidad de prescribir acciones preventivas.

Artículo 7o. Las personas con requerimientos especiales tendrán derecho a:

a) Educación y habilitación, entendidas como el desarrollo integral de las capacidades de la persona con requerimientos especiales.

b) Escolarización en establecimientos comunes con los apoyos necesarios previstos gratuitamente, o en establecimientos especiales cuando en razón del grado de su alteración funcional no pueda cursas la escuela común.

c) Promoción y orientación individual, familiar, grupal y social.

d) Formación laboral o profesional.

e) Préstamos y subsidios destinados a facilitar su actividad productiva.

f) Regímenes diferenciales de seguridad social.

Cuando la persona con requerimientos especiales o las personas de quienes ésta dependa, carezca de los recursos económicos necesarios para hacer uso de los servicios a que tiene derecho conforme a este artículo, el Estado se hará cargo de su cobertura.

Artículo 8o. La Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación Pública, en sus respectivas áreas de competencia, tendrán las siguientes atribuciones:

a) Actuar de oficio para lograr el pleno cumplimiento de las medidas establecidas en la presente ley.

b) Prestar asistencia técnica y financiera a instituciones y organismos públicos cuyos objetivos sean afines a los de la presente ley.

c) Desarrollar en forma coordinada planes nacionales y estatales en la materia.

d) Apoyar la actividad de las organizaciones privadas que orienten sus acciones en favor de las personas con requerimientos especiales.

e) Promover a través de los medios de difusión, el uso efectivo de los recursos y servicios existentes, así como favorecer el desarrollo del sentido de la solidaridad social en esta materia.

CAPITULO III

De la salud y de la seguridad social

Artículo 9o. La Secretaría de Salud, el Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del Estado y los gobiernos de las entidades federativas pondrán en ejecución programas por medio de los cuales se habiliten, en los hospitales, clínicas y centros de salud que tuvieren a su cargo, de acuerdo con sus respectivas competencias, servicios destinados a las personas con requerimientos especiales.

Artículo 10. Los organismos e instituciones mencionadas en el artículo 9o. de esta ley, crearán talleres pre - ocupacionales y tendrán la responsabilidad de su administración y supervisión. Su reglamentación será facultad de la Secretaría de Salud, con las aportaciones técnicas de las secretarías de Educación Pública y de Trabajo y Previsión Social. Los talleres pre - ocupacionales tendrán como objetivo primordial la integración social, a través de la habilitación laboral de las personas con requerimientos especiales.

Artículo 11. La Secretaría de Salud favorecerá la creación de sustitutos para las personas con requerimientos especiales cuya atención sea en extremo dificultosa por parte de su grupo familiar, reservándose la facultad de supervisar su funcionamiento de acuerdo con la reglamentación que expida al efecto. En este servicio se apoyará a las entidades privadas sin fines de lucro.

Artículo 12. Se consideran prestaciones médico - asistenciales básicas las siguientes:

a) Asistencia médica y paramédica especializada.

b) Tratamiento ambulatorio o en internación, según lo requiera el caso;

c) Provisión de las prótesis y ayudas técnicas que indique el tratamiento, y

d) Todos aquellos estudios que complementen el diagnóstico del requerimiento especial y su actualización.

A cargo del Estado serán las prestaciones mencionadas en el párrafo anterior, en aquellos casos en que los recursos económicos del requeriente o de su familia dificulten la adecuada atención especial.

Artículo 13. La duración de los tramites proporcionados será la suficiente y necesaria para que se alcancen los objetivos de protección integral planteados en cada caso.

Artículo 14. La Secretaría de Salud y las Instituciones de Seguridad Social, deberán fijar un presupuesto anual específico para la atención de las personas con requerimientos especiales y un régimen objetivo de preferencia en su atención.

CAPÍTULO IV

De la educación

Artículo 15. La Secretaría de Educación Pública tendrá a su cargo:

a) Establecer las políticas educativas y la normatividad relativa a la educación vinculada con la escolarización de las personas con requerimientos especiales, e impartida en establecimientos oficiales y privados. En materia de capacitación laboral, se coordinará con la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y con aquellas instituciones responsables de los diversos sectores productivos;

b) Constituir, en coordinación con la Secretaría de Salud, centros y/o sistemas educativos de atención para aquellas personas cuyos requerimientos especiales dificulten su incorporación a las escuelas de educación existentes;

c) Crear centros de evaluación y orientación vocacional para los educandos con requerimientos especiales;

d) Coordinar, con las secretarías de Salud y del Trabajo y Previsión Social, la derivación de los educandos con requerimientos especiales a los talleres pre - ocupacionales, a las empresas integradas y, en general, a su incorporación a las actividades económicas, y

e) Formar personal docente y profesional especializado para todas las ramas y grados educacionales, promoviendo los recursos humanos necesarios para la ejecución de los programas de docencia, investigación y asistencia en materia de habilitación y rehabilitación.

Artículo 16. Cuando el educando con requerimiento especial asistiere a un establecimiento oficial y tuviere severas limitaciones económicas, el Estado le proporcionará una beca de ayuda escolar equivalente al doble de las becas regulares. En el caso de cupo insuficiente o agotado en establecimiento oficial o cuando la Secretaría de Educación Pública, no contare con la modalidad educativa necesaria en su población de residencia, el educando gozará de derecho a igual ayuda si concurriere a un establecimiento privado registrado por la Secretaría de Educación Pública.

CAPITULO V

Del trabajo

Artículo 17. Habrá obligación por parte del Gobierno Federal, sus organismos descentralizados, las empresas paraestatales y los gobiernos de las entidades federativas, de ocupar, por cada cien (100) trabajadores que tengan a su servicio, a dos (2) personas con requerimientos especiales, en el caso de que así les sea solicitado por estas personas.

Artículo 18. Habrá obligación por parte de las empresas, industrias, comercios y establecimientos en general cuyo capital sea privado de ocupar por cada cien (100) trabajadores que tengan a su servicio, a dos (2) personas con requerimientos especiales, en el caso de que así les sea solicitado por estas personas.

Artículo 19. La asignación y el desempeño de la actividad laboral en los términos de los artículos 17 y 18 de esta ley deberán ser autorizados y supervisados por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, considerando la certificación de la Secretaría de Salud establecida en el artículo 5o., de la presente Ley.

Artículo 20. Las personas con requerimientos especiales que presten sus servicios en las entidades federativas referidas en los artículos 17 y 18 de esta ley, gozarán de iguales derechos y estarán sujetos a las mismas obligaciones que la legislación laboral prescribe para el trabajador común, siempre y cuando las consideraciones hechas en el certificado que establece el artículo 5o., de la presente ley lo permitan. En caso contrario, dicho certificado establecerá las excepciones aplicables.

Artículo 21. Podrán crearse empresas formadas, en una proporción no menor del 60% (sesenta por ciento) con personas con requerimientos especiales y con personas sin estas características en la proporción restante, que recibirán el nombre de empresas integradas. Su objetivo primordial será siempre el desarrollo productivo de quienes formen parte de ellas.

Artículo 22. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social promoverá y apoyará la creación de empresas integradas, y tendrá bajo su responsabilidad su reglamentación, registro y supervisión.

CAPITULO VI

Del transporte y de la arquitectura diferenciadas

Artículo 23. Las empresas de transporte colectivo terrestre deberán efectuar un descuento de 50% (cincuenta por ciento) en el precio del pasaje a las personas con requerimientos especiales que estén concurriendo a un centro educativo o de capacitación y/o que estén recibiendo atención médica, previa acreditación de las Secretarías de Educación Pública y/o de Salud.

Artículo 24. Las empresas de transporte colectivo aéreo y marítimo deberán efectuar un descuento del 30% (treinta por ciento) a las personas con requerimientos especiales que acrediten su condición de tales.

Artículo 25. En los vehículos de transporte colectivo terrestre urbano, los dos primeros asientos, claramente identificados, serán para uso prioritario de personas con requerimientos especiales.

Artículo 26. En toda obra pública que se destine a actividades que impliquen el ingreso de público y que se construya o reforme en lo sucesivo, deberán preverse accesos, medios de circulación, estacionamientos e instalaciones adecuadas para personas con requerimientos especiales.

Iguales previsiones deberán efectuarse en los edificios destinados a empresas privadas de servicios públicos y en los que exhiben espectáculos públicos.

CAPITULO VII

De la participación social

Artículo 27. El Estado, por conducto de sus dependencias en las áreas de su competencia, con los organismos que coordine y con los recursos con que cuente, promoverá la activa y responsable participación de la sociedad en las acciones de protección integral a las personas con requerimientos especiales que emprenda.

Artículo 28. Para los efectos del artículo anterior, se procurará:

I. Convocar a representantes de las organizaciones obreras, empresariales, campesinas y de asociaciones civiles, así como de artistas, intelectuales, científicos y de grupos y particulares interesados en la materia, con el propósito de fomentar su cooperación en la aplicación de esta ley y en el planteo de nuevas propuestas.

II. Convocar a los diversos medios de comunicación masiva para la difusión, información y promoción de las acciones que se desarrollen en el marco de la presente ley.

TRANSITORIOS

Artículo primero. Esta Ley entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. El gobierno federal, por medio de las dependencias referidas en esta ley, reglamentará sus disposiciones en un plazo de ciento ochenta (180) días a partir del de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo tercero. Mientras se expiden las disposiciones reglamentarias de esta ley, seguirán en vigor las que han regido hasta ahora, en lo que no la contravengan.

Diputado Renán Solís Avilés.>>

El C. Presidente: - Túrnese a la Comisión de Salubridad y Asistencia, la iniciativa presentada por el diputado Renán Solís Avilés, del Partido Revolucionario Institucional.

